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      La formación del Estado central




       




      La llegada de Julio A. Roca a la presidencia de la nación en 1880 puso fin a una prolongada etapa de conflictos que habían tornado lenta y dificultosa la afirmación del Estado central. Tras la caída de la larga dictadura de Juan Manuel de Rosas, en febrero de 1852, las ideas constitucionalistas y liberales se habían vuelto hegemónicas entre las élites políticas del país. Durante la década de 1840, la movilización popular desatada por la crisis de independencia comenzó a perder gran parte de su virulencia, reafirmando a las élites como amplias dominadoras del escenario político. Atenuadas las disputas ideológicas en la cumbre de la sociedad, y desplazadas las clases populares del lugar central en el teatro del poder que habían ganado tras la independencia, en 1853 la Argentina se dio una Constitución que la consagró como una república federal, y que enfatizaba la necesidad de abrir plenamente el país a las fuerzas modernizadoras del capitalismo nordatlántico. En esos años comenzaron a cobrar forma un conjunto de instituciones que sentaron los rudimentos del Estado federal: la burocracia y la administración de justicia, el sistema educativo, las fuerzas armadas y el sistema rentístico.




      Sin embargo, los consensos alcanzados en torno a los fundamentos constitucionalistas y liberales del orden político no podían dar respuesta a conflictos de gran hondura que siguieron dividiendo a las élites gobernantes durante todo el periodo de la Organización Nacional, y que repetidamente se zanjaron en el campo de batalla. La más importante de estas disputas oponía la provincia de Buenos Aires, que ella sola reunía la mitad de la riqueza total del país, un presupuesto que superaba al de todos los demás distritos juntos, y que hasta entonces había desempeñado un papel preponderante como ciudad capital y cabeza política de la Argentina independiente, a las restantes trece provincias que componían el cuerpo de la nación. Por largas décadas, la enorme desigualdad de recursos económicos y de poder entre la gran provincia y los «13 ranchos», junto a la heterogeneidad de las élites y la precariedad de las estructuras de autoridad, parecieron desafiar toda posibilidad de hallar una fórmula política capaz de alojar los intereses y las realidades de una federación tan desigual.




      A lo largo de ese cuarto de siglo, los sectores dirigentes porteños y los grupos gobernantes de las provincias se enfrentaron abiertamente, pugnando por construir un orden capaz de reemplazar el sistema de poder que se había derrumbado junto con Rosas. Durante la década de 1850, el estado de Buenos Aires y la Confederación que congregó a las restantes trece provincias bajo el liderazgo de Entre Ríos constituyeron, cada uno de ellos, entidades políticas separadas y rivales. La década de 1860 asistió a un intento de unificación bajo el signo del porteñismo, que comenzó en 1861, cuando la Guardia Nacional de Buenos Aires derrotó a las tropas de la Confederación en la batalla de Pavón y ocupó militarmente el interior. La imposición del liderazgo porteño no logró concitar apoyos significativos en muchas provincias, y su fracaso se hizo evidente aun antes de que Bartolomé Mitre culminara su mandato presidencial (1862-1868). Pero la gradual interpenetración de la política provincial y la nacional que el experimento mitrista dejó como su legado más perdurable instó a sectores cada vez más amplios de las oligarquías del interior a impulsar, más que a oponerse, a la construcción de un orden político más integrado y centralizado, en el que las provincias pudieran hacer valer el peso institucional que la Constitución federal les otorgaba en razón de su número y de su primacía demográfica. Para las provincias, un proyecto que incrementase su influencia sobre el Estado central poseía un claro atractivo económico, en tanto les permitía apropiarse de los recursos fiscales que la nacionalización de la aduana —concedida por Buenos Aires en 1860— había puesto bajo jurisdicción del Estado central.




      En la década de 1870, Nicolás Avellaneda, un avezado dirigente oriundo de la provincia norteña de Tucumán, destinó ingentes esfuerzos a darle forma política a este programa. Durante su paso por la presidencia (1874-1880), Avellaneda se convirtió en un activo promotor de una serie de compromisos con los grupos de poder del interior que sirvieron para establecer una comunicación más estrecha entre las élites políticas, para incrementar la articulación entre la esfera local y la política nacional, y en definitiva para afirmar la presencia del poder central en la vasta y despoblada geografía del país. Al mismo tiempo que crecían los incentivos para ceder autonomía y para integrarse en redes políticas más amplias, también se incrementaban los costos para quienes tomaban el camino de la disidencia.




      Los actores que en esos años se opusieron abiertamente al avance de la autoridad nacional se debieron enfrentar al cada vez más poderoso ejército federal. Durante la guerra del Paraguay (1865-1870), el mayor conflicto internacional que la Argentina libró en toda su historia, el ejército experimentó importantes transformaciones tanto en lo que se refiere a su poder de fuego como al profesionalismo y espíritu de cuerpo de sus integrantes; de allí surgió una organización militar más poderosa, pero también menos permeable al influjo de las facciones políticas y los intereses locales que hasta entonces habían dividido las lealtades del cuerpo de oficiales. En las décadas de 1860 y 1870, todos los alzamientos que tuvieron lugar en la franja andina que corre entre Salta y San Juan, pero también en las provincias de Entre Ríos y Buenos Aires, se vieron doblegados por la mayor disciplina y poder de fuego de las tropas nacionales. De esta manera, incentivos positivos y negativos apuraron el proceso de centralización del poder.




      La afirmación de la autoridad central debió enfrentar su último gran desafío a fines de la década de 1870. Al igual que en ocasiones anteriores, el conflicto se suscitó a propósito de la sucesión presidencial. En 1879, la Liga de Gobernadores, que había surgido de una serie de acuerdos entre las oligarquías gobernantes del interior tejidos durante la presidencia de Avellaneda, proclamó la candidatura del tucumano Julio A. Roca a la presidencia. Roca se enfrentó al gobernador de Buenos Aires, Carlos Tejedor, que encarnaba una fórmula eminentemente porteña. Se reproducía así, aunque con mayor dramatismo, la línea de clivaje que había caracterizado la elección presidencial de 1874, cuando Avellaneda había derrotado a Bartolomé Mitre.




      De alguna manera, el contraste entre las trayectorias previas de Roca y Tejedor condensa el choque entre dos universos políticos. Hijo de un guerrero de la independencia, Roca abrazó desde muy joven la carrera de las armas, ganando todos sus ascensos en el campo de batalla, como servidor primero de la Confederación y más tarde del ejército federal. Sus talentos militares —puestos de relieve en la Guerra del Paraguay, en la represión de los alzamientos de la década de 1870, y en la campaña contra los indígenas pampeanos que comandó en 1878-1879— le ganaron un amplio prestigio profesional, gracias al cual alcanzó el cenit de su trayectoria profesional (el generalato y el Ministerio de Guerra) cuando aún no había alcanzado los 35 años. La vida militar le ofreció algo más que ascensos y laureles: los frecuentes cambios de destino a los que lo sometió el veloz progreso de su carrera le permitieron alcanzar un profundo conocimiento de la compleja política provincial y, a la vez, lo dotaron de una vasta red de relaciones entre los grupos de poder del interior que desde muy temprano colocó al servicio de una ambición política que excedía los estrictos intereses profesionales de su promoción dentro de las filas del ejército. En muchos aspectos, la figura de Tejedor se recorta como el opuesto de Roca. Destacado jurista y experto en derecho penal, Tejedor contaba con una extensa trayectoria política signada por una firme adhesión a los principios republicanos y liberales que este hombre formado en el periodo de despertar liberal de mediados del siglo identificaba con la causa de Buenos Aires. En esta ciudad que lo había visto nacer, Tejedor había residido toda su vida, salvo en los años de exilio que le había impuesto su oposición al rosismo. Y mientras que su experiencia formativa había habituado a Roca a concebir a la actividad política como un ejercicio de negociación que tenía lugar dentro de los restringidos marcos oligárquicos que primaban en muchas provincias del interior, Tejedor se hallaba más familiarizado con las formas deliberativas y la participación popular que ocupaban un lugar preponderante en la escena pública porteña.




      El resultado de los comicios presidenciales llevados a cabo el 11 de abril de 1880 favoreció ampliamente a Roca, que triunfó prácticamente sin oposición en todas las provincias, menos en Buenos Aires y Corrientes, con lo que logró una amplia mayoría en el colegio electoral. En una atmósfera cargada, agitada por denuncias sobre el carácter fraudulento del proceso electoral, la dirigencia porteña desconoció el resultado de las elecciones y se alzó en armas contra las autoridades federales. La Guardia Nacional, la poderosa milicia bonaerense, puso en pie de guerra unos 20.000 combatientes. El desafío, que contó con vastos apoyos entre la población porteña, y que incluyó amenazas de secesión, llevaron al presidente Avellaneda y al Congreso a abandonar la capital. En la segunda quincena de junio, los veteranos batallones federales avanzaron sobre la ciudad rebelde. Pese a la enconada resistencia que opusieron las tropas porteñas, unos días más tarde caía vencido el último gran desafío político a la supremacía del poder central.




      La derrota de Buenos Aires sorprendió a muchos observadores, que la consideraban improbable dada la magnitud de los recursos económicos, culturales y políticos que la gran provincia argentina se hallaba en condiciones de movilizar. La victoria de Roca se explica por su capacidad para mantener la lealtad del ejército en la prueba decisiva que supuso la conquista de la capital y, de modo aún más crucial, por la amplitud y la solidez de las alianzas políticas que logró articular en su carrera hacia la presidencia. Estas alianzas sentaron las bases del Partido Autonomista Nacional (PAN), la agrupación política que gobernaría la Argentina por más de treinta años. Es significativo que en ese momento particularmente difícil para la causa porteña, Roca lograse preservar sus apoyos en el Partido Autonomista bonaerense —una de las dos fuerzas políticas que competían por la primacía provincial—, que desde entonces se integró sólidamente en el PAN. Más en general, la figura y el programa de Roca interpelaban a una corriente de opinión de creciente importancia que reconocía la necesidad de cerrar una larga historia de conflicto y violencia para dar paso a un nuevo periodo en el que la concentración de poder en el Estado, aun si implicaba un recorte de la libertad política, sirviese para asegurar una paz duradera. Para muchos, la principal tarea de la hora consistía en volver la página sobre las luchas del pasado para sentar las bases de un orden político capaz de orientar los recursos del poder público hacia el desarrollo económico y el progreso social. La élite de negocios, dentro de la cual ocupaban un lugar prominente los grandes estancieros, veía con especial atractivo este programa que Roca presentaba bajo el lema de «paz y administración», que también concitaba adhesiones muy extendidas en sectores menos encumbrados. Y si bien estos apoyos eran en su mayor parte pasivos, no por ello resultaban menos necesarios o menos eficaces para consolidar la autoridad pública.




      La derrota que la élite política porteña experimentó tras la revolución del Ochenta abrió el camino para la sanción de un conjunto de leyes que fortalecieron al poder central. La ciudad de Buenos Aires fue declarada territorio federal y colocada bajo el imperio del poder nacional. Como resultado de la pérdida de su histórica capital, Buenos Aires vio menguada su importancia económica, su peso político y su importancia electoral. En 1881, la Guardia Nacional porteña fue obligada a disolverse, y el ejército federal emergió como la única organización autorizada para reunir tropas en todo el territorio nacional. En esos años, el poder central también expandió su imperio tanto en la economía como en la sociedad. Por primera vez desde la independencia, reunió la autoridad y los recursos suficientes como para imponer una moneda nacional de curso obligatorio, y —no menos importante— le inyectó recursos al Banco Nacional para competir con el Banco de la Provincia de Buenos Aires, hasta entonces el único banco estatal de envergadura. Asimismo, quitó a la Iglesia católica el control de la educación primaria y el registro civil, dando impulso a un programa secularizador que sólo comenzó a perder fuerza hacia 1910. Estos avances de la autoridad federal se vieron subtendidos y a la vez impulsados por el veloz despliegue, tanto material como simbólico, que la burocracia experimentó en la década de 1880: creció el número de empleados y funcionarios (pasó de 13.000 a 33.000 entre 1876 y 1890), las prácticas administrativas ganaron en consistencia y uniformidad, y los edificios que simbolizaban la autoridad del Estado cobraron mayor importancia. La burocracia no sólo creció sino que, gracias a la integración política del territorio nacional que el desarrollo del sistema de comunicaciones —el ferrocarril, el correo y el telégrafo— contribuyó a acelerar, también comenzó a trabajar de manera más articulada. De este modo, el Estado se volvió una presencia más visible y más relevante en la vida cotidiana de los habitantes de la República.




       




       




      La constitución de un nuevo orden: la década de 1880




       




      Tras la victoria del PAN, la vida pública perdió algo de la efervescencia que la había caracterizado en las décadas previas. El reflujo político que siguió a los sucesos del Ochenta revela la aceptación de que gozaba el nuevo orden. En alguna medida, también, fue resultado de la construcción de un sólido polo de poder que cerró muchos canales de participación, en primer lugar en la propia capital. Pues si ámbitos tales como la prensa, la universidad, las asociaciones civiles, o las logias masónicas continuaron desempeñando un papel relevante como instancias a través de las cuales la sociedad se comunicaba con el Estado, luego de 1880 el momento dorado de la vida política porteña quedó definitivamente atrás. De hecho, en esos años la competencia electoral tendió a incorporar a una porción cada vez más reducida de la población adulta masculina que, de acuerdo a un régimen electoral en el que no existía el sufragio censitario o calificado, estaba formalmente habilitada para hacer valer sus derechos políticos en los comicios nacionales.




      Estos cambios no supusieron un giro drástico en el universo de ideas de las élites gobernantes, aunque sí ayudaron a acentuar el progresismo autoritario que desde entonces se convirtió en un aspecto medular del sustrato de creencias de este grupo. A diferencia de otros países latinoamericanos, en los que la oposición entre liberales y conservadores dividió a los sectores gobernantes en ese periodo, un liberalismo de acusados tonos progresistas constituyó el núcleo central del mundo de ideas de las élites que gobernaron la Argentina hasta 1916 (momento a partir del cual los motivos democráticos comenzaron a cobrar mayor relevancia). Surgida en una región marginal del imperio español, la Argentina carecía de un pasado colonial lo suficientemente glorioso a partir del cual articular un discurso social y políticamente conservador, por lo que todos los sectores de la élite gobernante abrazaron el cambio y, con mayor o menor énfasis, fundaron su legitimidad en la idea de que eran protagonistas de la construcción de una nación cuya grandeza no residía en el pasado, sino en el futuro. No todas las facetas del cambio les despertaron igual entusiasmo, sin embargo. Hasta comienzos del nuevo siglo, los grupos gobernantes se mostraron más atraídos por la libertad civil que por la libertad política. El hecho de que entre los dirigentes del PAN predominasen los hombres del interior, donde la sociedad siempre había sido más jerárquica y la vida pública más restringida, favoreció esta perspectiva. Pero los recelos que suscitaba la participación ciudadana eran más generales, y se vinculan con la extendida convicción de que en una cultura política que a lo largo de siete décadas había dado sobradas pruebas de su escaso apego a la ley y a la autoridad, las pasiones desatadas en la puja por el poder podían fácilmente abrir paso a la anarquía y a la degradación de la autoridad. En consecuencia, la élite dirigente hizo suya la premisa de que el avance material y el progreso social y cultural (que veían como el resultado del despliegue de la libertad civil en un contexto de orden) constituían un requisito imprescindible para el ingreso pleno en la era de la libertad política. En su momento formulada por Juan Bautista Alberdi, la idea de que la «república posible» era la condición necesaria para alcanzar la «república verdadera» gozaba de un amplio predicamento entre las élites gobernantes, particularmente entre las que formaban parte del PAN.




      Respecto de periodos previos, pues, la etapa iniciada en 1880 supuso un cambio cualitativo, en lo que se refiere a los recursos de poder y a la legitimidad de las autoridades federales, que se acompañó de una declinación igualmente marcada del margen de autonomía de los gobernadores provinciales y los líderes locales. Desde entonces, el presidente contó con un ejército y una burocracia más competentes y disciplinados, y dotados de mayor autoridad y más recursos, gracias a los cuales incrementó su control capilar sobre el vasto territorio nacional. Merced al respaldo de estas agencias, cobraron mayor importancia ciertos instrumentos de gobierno que la Constitución Nacional colocaba en manos del titular del poder ejecutivo. La intervención federal, o la amenaza de utilizarla, se volvieron armas políticas decisivas para disciplinar a los gobiernos provinciales desafectos, o para consolidar las posiciones de los aliados locales de la autoridad central. El arsenal de instrumentos de seducción también creció: quienes se subordinaban a las propuestas del poder federal podían ser recompensados con promociones en una carrera política que cada vez más integraba la dimensión provincial y la nacional, pero también con subsidios, créditos y obras de infraestructura para sus distritos financiados por el tesoro nacional. El hecho de que la principal fuente de recursos fiscales —las rentas aduaneras, que sumaban más de dos tercios de la recaudación total— estuviese en manos del Estado federal le otorgaba a la autoridad central una importante capacidad de iniciativa en este terreno.




      El poder que confería la primera magistratura, sin embargo, no era tan grande como en México u otras experiencias latinoamericanas. El mundo político de la república oligárquica, aunque restringido, suponía una compleja interacción entre distintos actores. El poder judicial, que poseía gran independencia en las instancias superiores del fuero federal, imponía límites al primer mandatario. A pesar de que la Constitución Nacional había sido diseñada para concentrar poder en el ejecutivo, el Parlamento también contaba con importantes márgenes de autonomía: por ejemplo, tenía gran injerencia en la elaboración del presupuesto o la designación de magistrados. Como en muchas experiencias decimonónicas, el Congreso Nacional también constituía un ámbito de debate político de enorme relevancia, en el que incluso los representantes oficialistas solían mostrarse independientes de las orientaciones que provenían de la cumbre, y que además servía, junto con la prensa, como un articulador de la opinión pública. Estaba también la Constitución, que entre otras cosas sancionaba la prohibición de reelección, y de este modo dificultaba la concentración del poder en el presidente, sobre todo cuando, al acercarse la finalización del mandato, la disputa por la sucesión cobraba fuerza. Finalmente, si no existió un régimen capaz de controlar el poder desde la cumbre fue también porque los grupos gobernantes locales contaban con importantes márgenes de autonomía y porque el personalismo ocupaba un lugar muy relevante en la cultura política argentina, que mantuvo toda su vigencia en esta etapa, y que favorecía la construcción de jerarquías de autoridad paralelas a (y no siempre coincidentes con) las consagradas por las instituciones.




      Estos fenómenos ayudan a comprender algunos rasgos salientes de la estructura organizativa del partido gobernante y de su relación con el poder ejecutivo. En el seno del PAN convivían representantes de intereses tan diversos —y por momentos contrapuestos— como la propia realidad geográfica y económica del país. La capacidad del partido de procesar esta heterogeneidad era variable. El PAN constituía una organización muy laxamente articulada, cuyos liderazgos y orientaciones programáticas se conformaban al margen de todo proceso de deliberación formal y, en gran medida, por fuera de sus raquíticas estructuras institucionales. En rigor, el PAN era una suerte de vasta pero inestable federación de grupos de poder provinciales que se congregaban en torno del presidente, pero cuyas fuentes de autoridad local eran en gran medida independientes del centro. El poder de las oligarquías políticas provinciales dependía de su capacidad para movilizar un séquito popular en tiempos de elecciones —más considerable en los estados litorales, más reducido en las jerárquicas provincias del norte y del oeste—, de su dominio sobre la administración pública local y del influjo de los representantes provinciales sobre el Parlamento y las altas esferas de la administración nacional. Un escenario de esas características invitaba al poder central y a las élites políticas locales a entablar una negociación permanente, en gran medida porque ambas partes se necesitaban mutuamente para consolidar o ampliar su poder. En estas negociaciones, los grandes líderes del PAN desempeñaban un papel crucial. De hecho, parte considerable del ascendiente que figuras como Roca o Carlos Pellegrini (principal dirigente del autonomismo porteño) lograron mantener hasta el final de su prolongada vida pública, tanto sobre el partido como sobre las instancias superiores del gobierno, provenía de su capacidad para funcionar como articuladores entre esos dos mundos. En rigor, la autoridad de la figura presidencial se afirmaba cuando el individuo que la encarnaba incorporaba en su persona (o en su defecto neutralizaba) estas otras fuentes de poder extrainstitucional. Aun en estos casos, sin embargo, su poder estaba lejos de ser irrecusable, y más bien debía ponerse al servicio de un arte de la negociación en el que el presidente podía sostener o vetar un candidato o una propuesta, pero no siempre imponerlos o rechazarlos de plano. El propio Roca —sin duda el personaje central del orden oligárquico— debió resignarse, tanto en su primera como en su segunda presidencia, a entregar el bastón presidencial a dos figuras cuyo ascenso a la primera magistratura no había promovido. Con una sola excepción significativa, los demás mandatarios del periodo que estamos considerando no corrieron mejor suerte.
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